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LA CAMARA DE REPRESENTANTES DE LA PROVINCIA DE MISIONES 

SANCIONA CON FUERZA DE 

LEY 

ARTÍCULO 1.-  Sustitúyese el artículo 10 del Código Fiscal, texto según ley 4366, el que  

 queda redactado de la siguiente manera: 

Título Tercero 

Del Órgano de la Administración Fiscal: Dirección General de Rentas 

(Funciones) 

“ARTÍCULO 10.- Todas las funciones referentes a la recaudación, 

 fiscalización, determinación, aplicación de 

sanciones, devolución de los impuestos, tasas y contribuciones 

establecidos por este Código y demás leyes fiscales, corresponderán a la 

Dirección General de Rentas.  

 La Dirección General de Rentas actuará como 

entidad autárquica en el orden administrativo, financiero, presupuestario 

y operativo en lo que se refiere a su organización y funcionamiento, 

según las normas que al efecto se prevé en la presente ley.  

 En lo que atañe a la aplicación, percepción y 

fiscalización de los tributos a su cargo, se desenvolverá bajo la 

superintendencia general que ejercerá sobre la misma la Secretaría de 

Estado de Hacienda, Finanzas, Obras y Servicios Públicos a través de su 

estructura orgánica.  

 A tales fines, su patrimonio estará constituido por 

todos los bienes que le asigne el Estado provincial y por aquellos que le 

sean transmitidos o adquiera por cualquier causa jurídica. El Poder 

Ejecutivo provincial queda facultado para transferir sin cargo los 

inmuebles actualmente en uso por la Dirección General de Rentas, y que 

son de propiedad del Estado provincial.  

 La fiscalización de la Dirección General de Rentas 

será realizada por el Tribunal de Cuentas y por la Contaduría General de 

la Provincia. La Dirección General de Rentas será denominada en este 

Código simplemente: La Dirección.” 

 

 

 



ARTÍCULO 2.- Sustitúyese el artículo 11 del Código Fiscal, texto según ley 4366, el que 

queda redactado de la siguiente manera: 

 

(Recursos) 

“ARTÍCULO 11.- Los recursos de la Dirección provendrán de:  

a) los importes que surjan de aplicar el trece por ciento 

(13,00%)  de lo recaudado en concepto de tributos

provinciales, que se presupuestarán anualmente para 

su inclusión en el Presupuesto de la administración 

provincial de acuerdo a lo previsto en el inciso h) 

del artículo 18 del presente código; 

b) las sumas provenientes de las prestaciones a 

terceros y ventas de publicaciones, formularios e 

instrucciones que realice el organismo; 

c) los importes que provengan de la venta de bienes 

muebles o inmuebles, registrables o no; 

d) todo otro ingreso no contemplado expresamente, 

pero cuya percepción no sea incompatible con las 

facultades otorgadas al Organismo. 

En caso de que los recursos previstos en el inciso a) 

fueren insuficientes, el Poder Ejecutivo efectuará las adecuaciones y 

refuerzos que resulten necesarios para financiar el funcionamiento de la 

Dirección.   

La Dirección tendrá a su cargo la administración y 

manejo de los fondos destinados a atender su presupuesto, con amplias 

facultades para asignar y redistribuir los fondos, quedando facultada para 

deducir el importe de los mismos del monto de las recaudaciones a su 

cargo.  Los bienes y cuentas de la Dirección son inembargables. 

El agente financiero de la Provincia depositará el 

importe establecido en el inciso a), a disposición de la Dirección General 

de Rentas, informando mensualmente a la Tesorería General de la 

Provincia los importes transferidos. 

Créase la cuenta: “Dirección General de Rentas-

Cuenta Operativa”, la que se formará con el trece por ciento (13,00%) de 

la recaudación neta total de los gravámenes provinciales.  

Los fondos serán aplicados por la Dirección para 

cubrir gastos operativos y de funcionamiento. 



En caso de existir excedentes de recursos no 

utilizados, ni comprometidos al finalizar el año calendario, los mismos 

serán transferidos a la Tesorería General de la Provincia según lo 

determine la reglamentación. 

A los efectos de esta norma debe entenderse por 

recaudación neta total las sumas que resulten de deducir de los ingresos 

totales, las devoluciones, repeticiones, reintegros y reembolsos 

dispuestos por las leyes correspondientes a tributos que recaude la 

Dirección, incluyendo a todas las modalidades de cancelación de las 

obligaciones –vigentes o a crearse- que apliquen los contribuyentes y 

responsables.” 

 

ARTÍCULO 3.- Sustitúyese el inciso b) del artículo 12 del Código Fiscal, texto según ley  

 4366, el que queda redactado de la siguiente manera:  

 

“ARTÍCULO 12.-… 

b) evacuación de consultas de la Dirección. Las 

mismas deberán presentarse antes de 

configurarse el hecho imponible o dentro del 

plazo previsto para su declaración, conforme la 

reglamentación que fije la Dirección. La 

presentación de la consulta no suspenderá el 

transcurso de los plazos ni justificará el 

incumplimiento de los obligados, salvo para el 

impuesto de sellos de conformidad con la 

reglamentación. Las respuestas tendrán carácter 

vinculante y surtirán efectos únicamente entre 

las partes, en tanto no se hubieren alterado las 

circunstancias, antecedentes, modalidades de 

producción, elaboración o comercialización o 

los datos suministrados en oportunidad de 

emitirse dictamen o evacuación del asunto sobre 

el cual se hubiera requerido definición.” 

 

ARTÍCULO 4.- Sustitúyense los artículos: 15, 17, 97, 105, 106, 110, 112, 113 y 123, del  

 Código Fiscal, texto según ley 4366, los que quedan redactados de la 

siguiente manera: 

 

 

 



(Embargo preventivo) 

“ARTÍCULO 15.- En cualquier momento podrá la autoridad de  

 aplicación solicitar embargo preventivo por la 

cantidad que presumiblemente adeudan los contribuyentes o 

responsables y los jueces deberán decretarlo en el término de 

veinticuatro (24) horas, bajo la responsabilidad del fisco.  

   Para probar la pretensión fiscal se deberá acompañar 

copia de la vista corrida o de las resoluciones dictadas en las actuaciones 

administrativas.  En virtud de la presunción de legitimidad de los actos 

administrativos, tales elementos serán suficientes para la convicción y, 

por ende, para la acreditación de la verosimilitud del derecho del fisco. 

  Este embargo podrá ser sustituido por garantía real o 

personal suficiente, y podrá solicitarse la caducidad si dentro del término 

de noventa (90) días contados a partir de la traba de la última medida  

precautoria solicitada la autoridad de aplicación no iniciare el 

correspondiente juicio de ejecución fiscal. Iniciada la ejecución fiscal no 

podrá decretarse la caducidad de las medidas. 

   A los fines de efectivizar el embargo preventivo 

decretado sobre los bienes muebles contenidos en una caja de seguridad 

bancaria, el oficial de justicia ad-hoc debe realizar un prolijo inventario 

no pudiendo recaer la medida sobre bienes inembargables conforme a lo 

dispuesto por el Código Procesal Civil y Comercial de la provincia de 

Misiones y debiendo preservarse el derecho a la privacidad, con relación 

a aquellos otros elementos que pudieren encontrarse guardados en las 

cajas de seguridad, pero que resultan inconducentes para asegurar el 

crédito reclamado. El oficial de justicia ad-hoc dejará los bienes 

embargados en poder del Banco como depositario provisional. En el 

caso de que lo embargado fuese dinero, deberá depositarlo en una cuenta 

en el Banco que actúe como agente financiero de la Provincia a nombre 

de la causa y a la orden del juez competente. 

   El término fijado para la caducidad del embargo se 

suspenderá desde la fecha de interposición del recurso administrativo o 

judicial, y hasta noventa (90) días después de quedar firme la resolución 

dictada. 

   En todo cuanto no fuere previsto en este artículo 

resultará de aplicación las disposiciones contendidas en el Título XI del 

Libro I del Código Fiscal, texto según ley 4366.” 

 

 

 

 



(Poderes y Facultades de la Dirección) 

 “ARTÍCULO 17.- Con el fin de asegurar la verificación oportuna de la  

  situación impositiva de los contribuyentes y demás 

  responsables la Dirección está facultada para:  

a) dictar actos reglamentarios y/o interpretativos de 

contenido general, con observancia del principio 

de legalidad tributaria; 

b) fijar fecha de vencimiento general para la 

presentación de declaraciones juradas, pagos de 

impuestos, anticipos cuando fueran 

determinados por ley, retenciones, y demás 

conceptos que fueran necesarios y no dependan 

de ley.  En los regímenes previstos en el artículo 

12 inciso c) el plazo que se otorgue para la 

cancelación total de la deuda no puede exceder 

de los cinco (5) años, pudiendo remitirse total o 

parcialmente las sanciones. La remisión podrá 

comprender además, los intereses devengados, 

según la reglamentación que dicte el Poder 

Ejecutivo; 

c) condicionar el cómputo de deducciones, quitas 

y/o bonificaciones por parte de los 

contribuyentes y/o responsables, al 

cumplimiento de determinados requisitos y 

condiciones y a la utilización de determinados 

medios de pago u otras formas de comprobación 

de las operaciones en cuyo caso los 

contribuyentes que no utilicen tales medios o 

formas de comprobación quedarán obligados a 

acreditar la veracidad de las operaciones para 

poder computar a su favor los conceptos 

indicados. Idénticos efectos se aplicarán a 

aquellos contribuyentes y/o responsables que 

por sus compras o locaciones reciban facturas o 

documentos equivalentes, apócrifos o no 

autorizados, cuando estuvieren obligados por 

disposiciones nacionales y/o provinciales a 

efectuar la constatación de los mismos; 

 

 

 



d) fijar y aceptar las garantías necesarias con 

relación a las deudas fiscales. La ejecución de 

las garantías, no gozará del beneficio de 

excusión, y se realizará mediante el 

procedimiento previsto en el Título XI del Libro 

I del Código Fiscal; 

e) designar obligados a efectuar inscripciones en el 

carácter que determine y a operar como agentes 

de retención, percepción e información; 

f) disponer la comunicación de hechos, actos o 

actividades dentro del plazo que determine; 

g) exigir que sean llevados los libros, registros o 

anotaciones, ordinarios o especiales, conminar 

su exhibición y conservación durante un término 

de diez (10) años, así como con referencia a los 

comprobantes respectivos, en concordancia con 

el Código de Comercio; 

h) verificar las declaraciones juradas y todo otro 

elemento necesario para establecer la situación 

de los contribuyentes y responsables; 

i) solicitar información de contribuyentes, 

responsables o terceros, tanto particulares como 

organismos administrativos o judiciales; 

j) exigir la comparecencia a sus oficinas a 

contribuyentes y responsables y citar a 

comparecer a terceros, para contestar o informar 

respecto a requerimientos que se les hagan sobre 

las ventas, ingresos, egresos y, en general, datos 

referidos a las operaciones y circunstancias que 

a juicio de la Dirección estén vinculados al 

hecho imponible previsto por este Código y las  

leyes respectivas. La citación indicará la materia 

del comparendo; 

k) requerir en cualquier momento la realización de 

inventarios, avalúos, tasaciones, o peritajes; 

l) liquidar tributos, efectuar su determinación, 

aplicar sanciones, actualizaciones, recargos e 

intereses, recibir pagos totales o parciales de los 

mismos, imputar, compensar, acreditar y 

devolver las sumas correspondientes, remitir 

multas. 



 Cuando en la declaración jurada de los 

contribuyentes y/o responsables se computen 

contra el impuesto determinado, conceptos o 

importes improcedentes, tales como retenciones, 

pagos a cuenta, acreditaciones de saldos a favor 

propios o de terceros o el saldo a favor de la 

Dirección se cancele o se difiera impropiamente 

(certificados de cancelación de deuda falsos, 

regímenes de promoción incumplidos, caducos o 

inexistentes, cheques sin fondo, etc.), no 

procederá para su impugnación el procedimiento 

normado en los artículos 38 y siguientes de este 

Código, sino que bastará la simple intimación de 

pago de los conceptos reclamados o de la 

diferencia a favor del fisco que resulte de dicha 

declaración jurada. Incumplida la intimación de 

pago quedará habilitada la vía de ejecución 

fiscal; 

m) solicitar órdenes de allanamiento para proceder 

a la apertura de cajas de seguridad a fin de 

embargar bienes contenidos en ellas, sin 

necesidad de agotar otras vías; 

n) disponer clausuras preventivas de 

establecimientos, locales, oficinas, recinto 

comercial o puesto de ventas, industrial, 

agropecuario o de prestación de servicios; 

interdicción; secuestro; comiso de mercaderías, 

bienes o cosas; y aplicar suspensión en el uso de 

matrícula, licencia o inscripción en registros que 

las disposiciones exigen para el ejercicio de 

determinadas actividades, cuando su 

otorgamiento sea competencia del Poder 

Ejecutivo provincial; 

ñ) imponer a los consumidores finales de bienes, 

obras y/o servicios, o a quienes de acuerdo con 

las leyes tributarias deban revestir o recibir ese 

tratamiento, la obligación de exigir la entrega de 

facturas o comprobantes que documenten sus 

operaciones de adquisición o de pago de 

servicios.  La obligación incluye la conservación 

en su poder y la exhibición a los funcionarios de 



la Dirección General de Rentas que pudieran 

requerirlos en el momento de la operación o a la 

salida del establecimiento, local, oficina, recinto 

o puesto de ventas donde se hubieran celebrado 

las transacciones. La sanción a quien haya 

incumplido el deber de emitir o entregar facturas 

o comprobantes equivalentes será un requisito 

previo para que recaiga sanción al consumidor 

final por la misma omisión; 

o) autorizar, mediante orden expresa, a sus agentes 

para actuar en ejercicio de sus funciones, como 

compradores de bienes o locatarios de obras o  

servicios y constaten el cumplimiento por parte 

de los vendedores o locadores, de la obligación 

de emitir y entregar facturas o comprobantes 

equivalentes con los que documenten las 

respectivas operaciones, en los términos y con 

las formalidades que exige la Dirección General 

de Rentas. Una vez que los funcionarios 

habilitados se identifiquen como tales ante el 

contribuyente o responsable, de no haberse 

consumido los bienes o servicios adquiridos, se 

procederá a anular la operación y, en  su caso, la 

factura o documento emitido.  De no ser posible 

la eliminación de dichos comprobantes, se 

emitirá la pertinente nota de crédito; 

p) requerir al Juez interviniente la designación de 

Oficial de Justicia ad-hoc, fundando la petición, 

el Juez resolverá sin traslado alguno; 

q) promover ejecuciones por vía de ejecución fiscal 

y efectuar pedidos de quiebra; 

r) realizar ante la Cámara Fiscal y la Justicia 

Provincial y Nacional la defensa de los intereses 

del Fisco Provincial; 

s) allanarse o no apelar en las causas ante la 

Cámara Fiscal, en las ejecuciones fiscales, o en 

causas judiciales cuando se estime 

suficientemente refutada la pretensión fiscal, en 

igual forma que la requerida legalmente para 

Fiscalía de Estado o de acuerdo a lo que 



establezca la reglamentación; 

t) disponer la digitalización de documentaciones y 

actuaciones administrativas, su archivo y  

 destrucción. Una vez digitalizadas las mismas, 

se podrá proceder a su destrucción en el término 

previsto por el Poder Ejecutivo, siendo 

plenamente válidas y de igual valor probatorio a 

todos los efectos legales las copias digitalizadas, 

quedando la Dirección excluida de la aplicación 

del artículo 157 de la Ley de Contabilidad 2303 

y del que lo sustituya; 

u) ejercer toda otra acción necesaria para 

implementar o ejecutar funciones otorgadas a 

través del texto del Código y de las leyes 

especiales. 

La Dirección tendrá amplios poderes para verificar 

en cualquier momento, por intermedio de sus 

funcionarios, o empleados, inclusive en forma 

simultánea con el hecho imponible, el cumplimiento 

que los obligados den a las normas fiscales de 

cualquier índole. 

A tal fin podrá: 

1) inspeccionar los lugares y establecimientos 

donde esté el domicilio real, legal o fiscal, o 

donde ocurra el hecho imponible, exigiendo la 

exhibición de bienes, libros, documentos y 

comprobantes, e inspeccionarlos, intervenirlos y 

disponer medidas para su conservación y 

seguridad; 

2) requerir el auxilio de la fuerza pública cuando 

fuera menester para ejercer sus facultades, o 

cumplimentar órdenes judiciales o allanamien-

tos; 

3) solicitar órdenes de allanamiento, las que 

deberán ser libradas por la autoridad judicial 

competente, bajo responsabilidad de la 

peticionante, dentro de las veinticuatro (24) 

horas, habilitando días y horas si fuera 

solicitado. 

 La orden especificará lugar y oportunidad, y en 

su ejecución será de aplicación en lo pertinente 



el Código de Procedimientos en Materia Penal 

de la Provincia.”  

 

(Demanda Contenciosa-Administrativa) 

ARTÍCULO 97.- Contra las decisiones definitivas  

 de la Cámara Fiscal dictadas en 

materia de su competencia o cuando la Cámara no 

las hubiera dictado en el plazo establecido en el 

artículo 93 de este Código, se podrá interponer 

demanda contenciosa administrativa ante el 

Superior Tribunal de Justicia previo pago de la 

suma adeudada a la Dirección en concepto de 

impuestos, actualizaciones e intereses en su caso, 

sin perjuicio del derecho de la Dirección de iniciar 

la correspondiente ejecución fiscal. 

 La demanda deberá ser 

interpuesta dentro de los treinta (30) días hábiles, de 

notificada la resolución de la Cámara Fiscal. 

 No serán aplicables las 

disposiciones de los artículos: 15, 24, 25, 27 al 33 y 

concordantes de la ley 3064. 

 

(Intervención de la Fiscalía de Estado) 

 

 En todas las acciones 

contenciosas administrativas iniciadas contra la 

Dirección General de Rentas se deberá dar 

participación como parte al Fiscal de Estado en los 

términos del artículo 128 de la Constitución 

Provincial. 

   En aquellos procesos en trámite, 

en los que no se hubiere clausurado el período 

probatorio, se suspenderá el proceso y se dará debida 

participación al Fiscal de Estado. 

 El incumplimiento de esta 
disposición determinará la nulidad del proceso. 

 

 

 

 



(Mandamiento de intimación de pago - Medidas cautelares) 

ARTÍCULO 105.- Si el juez encontrara en forma el  

  documento de ejecución, 

ordenará de inmediato el libramiento del 

mandamiento de intimación de pago y embargo y 

facultará al oficial de justicia y a los oficiales de 

justicia ad-hoc de la Dirección General de Rentas, 

para que hagan uso de la fuerza pública y allanen 

domicilio en caso de ser necesario, habilitándose a tal 

fin: día, hora y lugar. El apoderado de la Dirección 

librará bajo su firma mandamiento de intimación de 

pago y embargo, por las sumas ordenadas, sin 

necesidad de confronte judicial.  

 El mandamiento deberá contener 

como mínimo: el Juzgado y Secretaría interviniente, 

la sede del juzgado, la intimación de pago por las 

sumas indicadas en el párrafo anterior, la citación para  

oponer las excepciones en el término de cinco días, 

copia de la boleta de deuda en ejecución y de la 

demanda. 

 Los oficiales de justicia y los 

oficiales ad-hoc de la Dirección, estarán facultados a 

requerir el auxilio de la fuerza pública, denunciar 

bienes a embargo, nuevos domicilios y proponer 

depositario judicial; debiendo proceder de 

conformidad con lo previsto en el artículo 531 y 

siguientes del Código Procesal Civil y Comercial de 

la Provincia. 

 El mandamiento y la demanda se 

diligenciarán y notificarán en el domicilio fiscal, 

quedando autorizados los oficiales intervinientes a 

proceder de conformidad con lo previsto en el artículo 

141 del Código Procesal Civil y Comercial de la 

Provincia. 

 El auto que ordena el traslado de 

las excepciones deberá notificarse personalmente o 

por cédula al apoderado interviniente en el domicilio 

legal constituido. Al contestar el traslado el actor 

podrá ofrecer la prueba que haga a su derecho. 

 Todas las notificaciones y 

comunicaciones se librarán bajo firma y 



responsabilidad de los letrados de las partes, sin 

necesidad de confronte judicial. A opción de los 

letrados se podrán cursar las notificaciones por 

telegramas colacionados o cartas documentos y en ese 

caso servirá como suficiente prueba de la notificación 

al ejecutado el recibo especial que expida el prestador 

postal, contándose los términos a partir de la fecha 

consignada en el mismo. 

 En cualquier estado del juicio, 

incluso con anterioridad al traslado de la demanda, el  

actor podrá solicitar embargos, designación de 

interventor recaudador y otras medidas cautelares. En 

todos los casos se designará interventor recaudador al 

propuesto por la parte ejecutante. 

 En los casos en que se concedan 

medidas cautelares el actor estará exento de otorgar 

fianza o caución. Se podrá solicitar el embargo de 

saldos en cuentas corrientes bancarias, cajas de 

ahorro, certificados de plazo fijo, depósitos en 

moneda extranjera, y/u otros bienes depositados en 

entidades financieras reguladas por la Ley de 

Entidades Financieras (Ley Nacional Nº 21.526) y 

allanamiento de cajas de seguridad. 

Iniciada la demanda se 

devengaran los intereses previstos en el artículo 80 del 

Código Fiscal. 

 

(Medidas cautelares) 

ARTÍCULO 106.- En cualquier momento y aún  

 antes de iniciarse la ejecución 

fiscal, puede la Dirección General de Rentas solicitar, 

para asegurar el crédito fiscal que adeudan los 

contribuyentes o responsables, y el juez deberá 

disponerla en el término de veinticuatro (24) horas sin 

más recaudo ni necesidad de acreditación de peligro 

en la demora, cualquiera de las medidas cautelares 

establecidas en el Código Procesal Civil y Comercial 

o las que a continuación se prevén: 

 

 

 



a) traba de embargos sobre: 

1- cuentas o activos bancarios y 

financieros, a diligenciar direc-

tamente ante las entidades 

correspondientes para el su-

puesto de encontrarse determi-

nadas, o ante el Banco Central 

de la República Argentina para 

que proceda a efectuar las 

comunicaciones pertinentes a 

las instituciones donde puedan 

existir, instruyendo la transfe-

rencia dentro del término de 

cuarenta y ocho (48) horas a la 

cuenta de autos exclusivamente 

del monto reclamado con más 

intereses y costas.  Para el caso 

de resultar insuficientes, las 

cuentas permanecerán embar-

gadas hasta que se acredite y 

transfiera el monto total por el 

cual procedió la medida asegu-

rativa.  En todos los casos las 

entidades deberán informar los 

movimientos producidos en los 

cinco (5) días hábiles previos a 

la toma de razón; 

2- bienes inmuebles y muebles 

sean o no registrables; 

3- sueldos u otras remuneraciones 

en las proporciones que prevé 

la ley; 

b) allanamiento y embargo sobre 

bienes contenidos en cajas de 

seguridad; 

 c) inhibición General de Bienes e 

incluso su extensión a los activos 

bancarios y financieros, sin más 

requisitos para otorgar la medida 

de que no obren bienes en los 

registros de la Dirección, pudiendo 



oficiarse a las entidades bancarias 

correspondientes o al Banco 

Central de la República Argentina. 

No resultará de aplicación el 

artículo 228 del Código Procesal 

Civil y Comercial de la  Provincia; 

d) intervención de caja y embargo de 

las entradas brutas equivalentes al 

veinte por ciento (20%) y hasta el 

cuarenta por ciento (40%) de las 

mismas. Debiendo designarse 

interventor recaudador al propuesto 

por la Dirección General de Rentas.  

     La anotación y levantamiento de 

las medidas cautelares y la orden de transferencia de 

fondos se practicará por oficio expedido por el 

apoderado de la Dirección, el cual tendrá el mismo 

valor que una requisitoria y orden judicial, con 

transcripción de la parte pertinente del auto que lo 

ordena. 

   Establécese que todos los 

organismos, reparticiones, entes e instituciones,  

estatales o privados, incluidos los Bancos oficiales y 

particulares, bolsas, agentes y mercados, tienen la 

obligación de suministrar a la Dirección todas las 

informaciones que se les soliciten para facilitar la 

determinación y/o percepción de los tributos 

establecidos en el presente Código. 

 Las solicitudes de informes sobre 

personas físicas o jurídicas y sobre documentos, actos, 

bienes o derechos registrados, la anotación y 

levantamiento de medidas cautelares y las órdenes de 

transferencia de fondos que tengan como destinatarios 

a registros públicos, instituciones financieras y 

terceros tenedores, requeridas por la Dirección y las 

requeridas y decretadas por los jueces competentes, 

podrán diligenciarse y efectivizarse a través de 

sistemas y medios de comunicación informáticos, en 

la forma y condiciones que determine la 

reglamentación que dictará la Dirección. 

  



Se podrá requerir en un único oficio el informe de 

bienes registrables (inmuebles, muebles, etc.) a 

nombre del deudor, condiciones y estado de dominio, 

restricciones, etc. y la traba del embargo sobre los 

bienes informados.  En los casos de embargos de 

inmuebles e inhibiciones generales de bienes a 

trabarse en registros de esta Provincia, salvo que se 

hubiere comunicado el levantamiento se deberá 

reinscribir por el registro respectivo en forma 

automática por una única vez. 

 La información solicitada deberá 

contestarse dentro de los diez (10) días corridos, 

computados desde la fecha de recepción y, en ningún  

caso, podrá denegarse mediante la invocación de 

contenidos dispuestos en las leyes, cartas orgánicas o 

reglamentaciones que hayan determinado la creación 

o rijan el funcionamiento de los referidos organismos, 

reparticiones, entes o instituciones estatales o 

privadas. 

 Con relación a las medidas 

cautelares previstas en el Código Fiscal no será de 

aplicación lo dispuesto por el artículo 204 del Código 

Procesal Civil y Comercial de la Provincia.  El Juez 

deberá priorizar la traba y mantenimiento de 

cautelares sobre montos líquidos en lugar de hacerlo 

sobre bienes realizables, excepto petición o 

consentimiento expreso de la parte actora. 

 Con la información proveniente de 

cada cautelar, el Juez podrá de oficio o a pedido de 

parte, previo traslado al actor por cinco (5) días, que 

será notificado personalmente o por cédula, resolver 

respecto del levantamiento o reducción de alguna de 

las medidas cuando resulte evidente la suficiencia de 

las mismas y pueda ocasionarse un perjuicio al 

demandado.  La providencia deberá ser notificada por 

cédula siendo apelable dentro de los cinco (5) días.  El 

recurso se fundará en el mismo escrito de 

interposición y se concederá con efecto suspensivo 

para el supuesto en que el auto ordene el 

levantamiento o la reducción de alguna de las 

medidas. 



 Las disposiciones precedentes 

prevalecerán sobre las normas legales o 

reglamentarias específicas de cualquier naturaleza o  

materia, que impongan formas o solemnidades 

distintas para la toma de razón de dichas solicitudes, 

órdenes, medidas cautelares o alternativas. 

 

(Cobro por Vía de Ejecución Fiscal) 

ARTÍCULO 110.- Los pagos efectuados después de  

 iniciado el juicio, los pagos mal 

imputados o no comunicados por el contribuyente o 

responsable en la forma que establezca la Dirección, 

no serán hábiles para fundar excepción. 

         Acreditados los mismos en los 

autos, procederá su archivo o reducción del monto 

demandado, con costas al ejecutado. 

 

(Sentencia de Remate) 

ARTÍCULO 112.- Si no se han opuesto excepciones o  

 éstas no han sido admitidas o han 

sido rechazadas, se dictará sentencia de remate 

mandando llevar adelante la ejecución. 

 La sentencia sólo será apelable en 

los casos regulados por el artículo 554 del Código 

Procesal Civil y Comercial de la Provincia con efecto 

devolutivo, debiendo el recurso interponerse y 

fundarse en un único acto, dentro del término de cinco 

(5) días desde su notificación.  De la apelación se dará 

traslado a la contraria por igual término, en forma 

personal o por cédula. 

 
(Ejecución de sentencia - Designación 

Martillero - Remate de bienes del 

deudor) 

 

ARTÍCULO 113.- Dictada la sentencia de remate, se  

 procederá a la venta de los bienes 

del deudor, en cantidad suficiente para responder al 

crédito fiscal.  

 A los fines de la venta de bienes, se 

nombrará martillero al que proponga la parte 



ejecutante quien podrá ser recusado con causa dentro 

del tercer día de su designación, no resultando de 

aplicación el artículo 20 de la ley 493. Los martilleros 

designados, sólo podrán reclamar honorarios y gastos 

a la parte ejecutada. 

 La Dirección General de Rentas 

podrá adquirir los bienes muebles o inmuebles en caso 

de fracasar la subasta por falta de postores, por el 

valor de la base del último remate, compensando total 

o parcialmente el precio con el monto del crédito 

ejecutado. 

 La Dirección General de Rentas, 

podrá requerir el concurso de instituciones financieras 

radicadas en la Provincia, para financiar parte del 

precio de venta de los bienes a subastarse. 

 

                                                     (Secreto de las informaciones) 

ARTÍCULO 123.- Las declaraciones juradas,  

 comunicaciones e informaciones 

que los contribuyentes, responsables y terceros 

presenten a la Dirección, son secretos, así como los 

juicios ante la Cámara Fiscal en cuanto en ellos se 

consignen informaciones referentes a la situación 

económica u operaciones de aquellos o a sus personas 

o a la de sus familiares. 

 

 Los magistrados, funcionarios, 

empleados judiciales o de la Dirección están 

obligados a mantener en la más estricta reserva todo 

lo que llegue a su conocimiento en el ejercicio de sus 

funciones, sin poder comunicarlo a nadie, salvo a sus 

superiores jerárquicos o a solicitud de los interesados. 

 Las informaciones antedichas no 

serán admitidas como prueba en causas judiciales, 

debiendo los jueces rechazarlas de oficio, salvo en las 

cuestiones de familia, o en los procesos criminales por 

delitos comunes cuando aquellas se hallen 

directamente relacionadas con los hechos que se 

investiguen o que las solicite el interesado, siempre 

que la información no revele datos referentes a 

terceros. 



 El deber del secreto no alcanza a 

la utilización de las informaciones que la Dirección 

haya obtenido en asuntos referentes a un impuesto a 

los efectos de la fiscalización de otras obligaciones 

tributarias ni subsiste frente a los pedidos de informes 

del fisco nacional y otros fiscos provinciales o 

comunales, siempre que existan normas o acuerdos 

que establezcan la reciprocidad.  

 No están alcanzados por el 

secreto fiscal los datos referidos a la falta de 

presentación de declaraciones juradas, a la falta de 

pago de obligaciones exigibles, a los montos 

resultantes de las determinaciones de oficio firmes y 

de los ajustes conformados, a las sanciones firmes por 

infracciones formales o materiales y al nombre del  

contribuyente o responsable y al delito que se le 

impute en las denuncias penales.  La Dirección, queda 

facultada para dar a publicidad esos datos, en la 

oportunidad y condiciones que ella establezca. 

El secreto establecido en el presente artículo no regirá: 

a) para el supuesto que, por desconocerse el 

domicilio del responsable, sea necesario recurrir a 

la notificación por edictos; 

b) para personas o empresas o entidades a quienes la 

Dirección encomiende la realización de tareas 

administrativas, relevamientos de estadísticas, 

computación, procesamiento de información, 

confección de padrones y otras para el 

cumplimiento de sus fines. En estos casos regirán 

las disposiciones de los tres primeros párrafos del 

presente artículo, y en el supuesto que las 

personas o entes referidos precedentemente o 

terceros divulguen, reproduzcan o utilicen la 

información suministrada u obtenida con motivo o 

en ocasión de la tarea encomendada por la 

Dirección, será de aplicación el artículo 157 del 

Código Penal.” 

 

 

 

 



ARTÍCULO 5.- Modifícase el inciso a) del artículo 149, del Código Fiscal, texto según ley  

 4366, el que queda redactado de la siguiente manera: 

 “ARTÍCULO 149.-… 

(Entidades Financieras) 

a) para las entidades financieras comprendidas en 

la Ley de Entidades Financieras (Ley Nacional  

21526) y sus modificatorias, la base imponible 

estará constituida por el total de la suma del 

haber de las cuentas de resultados, ajustadas en 

función a su exigibilidad en el período fiscal de 

que se trate.” 

 

ARTÍCULO 6.- Modifícase el segundo párrafo del artículo 167 del Código Fiscal, texto  

según ley 4366, el que queda redactado de la siguiente manera:  

 “ARTÍCULO 167.-… 

 (Instrumentación) 

  A los fines de esta ley, se entenderá por instrumento 

toda escritura, papel o documento del que surja el perfeccionamiento de 

los actos, contratos u operaciones alcanzados por la misma, de manera que 

revista los caracteres exteriores de un título jurídico con el cual pueda ser 

exigido el cumplimiento de las obligaciones, con abstracción e 

independencia de los actos que efectivamente realicen los contribuyentes y 

aún cuando se haya prescindido de las formas y modalidades que los usos, 

costumbres, normas legales especiales y la legislación común determinen 

para su instrumentación.”  

 

ARTÍCULO 7.- Incorpórase como último párrafo al artículo 170 del Código Fiscal, texto  

 según ley 4366, el que queda redactado de la siguiente manera: 

 (Actos Jurídicos y Operaciones entre Ausentes) 

 “ARTÍCULO 170.-… 

 Quedan comprendidos como actos jurídicos y 

operaciones gravados, los contratos entre ausentes con cláusulas de 

aceptación ficta formalizados mediante propuestas, pedidos, presupuestos, 

compromiso o promesa de venta, pro formas, ofertas o cartas de ofertas 

aceptadas tácitamente o en forma pura y simple.” 

 

 

 

 



ARTÍCULO 8.- Incorpórase como segundo párrafo del apartado 35) del inciso c) del  

 artículo 201 del Código Fiscal, texto según Ley 4366, el que queda 

redactado de la siguiente manera:  

“Los actos, instrumentos públicos o privados, documentos o contratos que 

instrumenten planes sociales, a través de subsidios, subvenciones, 

aportes no reintegrables u otros conceptos análogos, financiados con 

fondos: nacionales, provinciales, municipales o provenientes de entes 

binacionales, con destino a la promoción y/o utilización de mano de obra 

desocupada o subocupada en territorio de la provincia de Misiones, 

excluidos los contratos con empresas.” 

ARTÍCULO 9.- Facúltase al Poder Ejecutivo para delegar en la Dirección General de  

 Rentas el cobro extra judicial y judicial de créditos y acreencias que posea 

el Estado Provincial u otras entidades centralizadas, descentralizadas o autárquicas.  

ARTÍCULO 10.- Facúltase al Poder Ejecutivo para que a través de la Dirección General  

 de Rentas dicte los actos reglamentarios y/o complementarios que 

requiera la aplicación de la presente ley.  

 

ARTÍCULO 11.- Facúltase al Poder Ejecutivo a efectuar las modificaciones en el  

 Presupuesto General –ley 4397- necesarias para la incorporación y 

puesta en funcionamiento de la Dirección en la forma institucional establecida en la 

presente Ley. 

 

ARTÍCULO 12.- Comuníquese al Poder Ejecutivo. 

 
 Dada en la Sala de Sesiones de la Cámara de Representantes, en 

Posadas, a los veintinueve días del mes de mayo del año dos mil ocho. 

 

 
Dra. CECILIA CATHERINE BRITTO 

SECRETARIA LEGISLATIVA 
A/C Área Parlamentaria 

Cámara de Representantes 
Provincia de Misiones 

 
Ing. CARLOS EDUARDO ROVIRA 

PRESIDENTE  
Cámara de Representantes 

Provincia de Misiones 
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